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4. Informació

4.87. Procediments davant el Tribunal Constitucional

4.87.20. Recursos d’empara constitucional

Recurs d’empara 2875/2023, interposat pel Grup Parlamentari 
Socialistes i Units per Avançar contra els acords de la Mesa 
del Parlament del 18 i 19 d’abril de 2023, sobre la desestimació 
de la reconsideració d’autorització del vot telemàtic del diputat 
Lluís Puig Gordi
383-00008/13

SENTÈNCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Reg. 128438 / Coneixement: Mesa del Parlament, 18.06.2024

Tribunal Constitucional
La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por el magistrado don 

Cándido Conde-Pumpido Tourón, presidente, y los magistrados y magistradas don 
Ricardo Enríquez Sancho, doña Concepción Espejel Jorquera, doña María Luisa Se-
goviano Astaburuaga y don Juan Carlos Campo Moreno, ha pronunciado

En nombre del rey
la siguiente

Sentencia
En el recurso de amparo núm. 2875-2023, promovido por don Salvador Illa 

Roca, doña Alicia Romero Llano, don Raúl Moreno Montaña, doña María Asunción 
Escarp Gibert, don Ferrán Pedret Santos, don Ramón Espadaler Parcerisas, doña Ju-
dit Alcalá González, don Óscar Aparicio Pedrosa, doña Helena Bayo Delgado, doña 
Eva Candela López, doña María dels Dolors Carreras Casany, doña Elena Díaz To-
rrevejano, don Mario García Gómez, doña Rocío García Pérez, don Pol Gibert Hor-
cas, don Cristóbal Gimeno Iglesias, don David González Chanca, doña Rosa María 
Ibarra Ollé, doña Gemma Lienas Massot, doña Marta Moreta Rovira, doña Esther 
Niubó Cidoncha, don Òscar Ordeig Molist, don Joaquín Paladella Curto, doña Sil-
via Paneque Sureda, don David Pérez Ibáñez, don Jordi Riba Colom, doña Mónica 
Ríos García, doña Silvia Romero Galera, don Juan Luis Ruiz López, doña Beatriz 
Silva Gallardo, don Jordi Terrades Santacreu y don Rubén Viñuales Elías, diputadas 
y diputados del Grupo Parlamentario Socialistes i Units per Avançar en el Parla-
mento de Cataluña contra el acuerdo de la mesa del Parlamento de Cataluña de 19 
de abril de 2023, por la que se desestiman las reconsideraciones planteadas contra 
sendos acuerdos de la mesa de 18 y 19 de abril de 2023. Ha comparecido el Parla-
mento de Cataluña. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido ponente la magis-
trada doña María Luisa Segoviano Astaburuaga.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito registrado en el Tribunal el 5 de junio de 2023, las diputadas 

y los diputados del grupo parlamentario Socialistes i Units per Avançar en el Parla-
mento de Cataluña citados en el encabezamiento de esta resolución, representados 
por la procuradora de los tribunales doña Virginia Aragón Segura, bajo la dirección 
del letrado don Alberto Cachinero Capitán, interpusieron recurso de amparo contra 
el acuerdo de la mesa del Parlamento de Cataluña de 19 de abril de 2023, por el que 
se desestiman las solicitudes de reconsideración formuladas por los recurrentes re-
gistradas con los núms. 98515 y 98517 contra los acuerdos de la mesa de 18 de abril 
de 2023, sobre la regulación transitoria del voto telemático hasta que no se proceda 
a una reforma del Reglamento del Parlamento de Cataluña, y de 19 de abril de 2023, 
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aceptando la habilitación del procedimiento de votación telemático del diputado don 
Lluís Puig i Gordi hasta el final de ese periodo de sesiones.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes antecedentes:
a) La mesa del Parlamento de Cataluña, por acuerdo de 18 de abril de 2023 (acta 

de la sesión núm. 131), aprobó por mayoría una regulación transitoria del voto tele-
mático hasta que no se procediera a una reforma del Reglamento del Parlamento de 
Cataluña, en los siguientes términos:

«Exposición de motivos
El artículo 4.2 del Reglamento del Parlamento de Cataluña establece que los di-

putados tienen derecho a voto en el Pleno. Este principio básico del parlamentaris-
mo interpela a todos los órganos del Parlamento, que, dentro de sus funciones y la 
legalidad, deben hacer todo lo posible para garantizar el derecho de voto de todos 
los diputados y diputadas.

En cuanto al voto telemático, este se habilitó durante la pandemia atendiendo a 
la situación de excepcionalidad de forma no controvertida. En ese mismo sentido, el 
voto telemático se está utilizando en algunas comisiones del Parlamento de Catalu-
ña, también de forma no controvertida.

El acuerdo de la mesa del Parlamento que habilita el voto telemático es transi-
torio para garantizar los derechos de todos los diputados y diputadas mientras no 
exista una reforma definitiva del Reglamento del Parlamento de Cataluña.

Por eso, la Mesa del Parlamento de Cataluña acuerda:
1. Que en situaciones excepcionales de especial gravedad en las que se impida 

el desarrollo de la función parlamentaria y, dadas las especiales circunstancias, se 
considere suficientemente justificado, la Mesa podrá autorizar en escrito motivado 
que los diputados y diputadas emitan su voto por el procedimiento telemático.

2. Que el diputado o diputada deberá solicitar el procedimiento telemático me-
diante escrito motivado a la Mesa, que le comunicará su decisión precisando el pe-
ríodo de tiempo en que podrá emitir el voto mediante dicho procedimiento. El voto 
emitido por este procedimiento deberá ser verificado mediante el sistema que, a tal 
efecto, establezca la Mesa, que deberá tener conocimiento con carácter previo al ini-
cio de la votación correspondiente».

b) El diputado don Lluís Puig i Gordi, mediante escrito de 18 de abril de 2023 
registrado con el núm. 98137, solicitó a la mesa, al amparo del anterior acuerdo, 
que se le habilitara el procedimiento transitorio de votación telemática dado que 
las circunstancias actuales le incapacitan para poder ejercer de forma presencial el 
derecho al voto.

c) El grupo parlamentario Socialistes i Units per Avançar, mediante escrito de 19 
de abril de 2023 registrado con el núm. 98515, solicitó la reconsideración del acuer-
do de 18 de abril de 2023; al igual que lo hicieron los grupos parlamentarios de Vox 
en Cataluña y Ciutadans, mediante sendos escritos de esa misma fecha registrados 
con los núms. 98518 y 98519, respectivamente.

La solicitud de reconsideración se fundamentó en la necesidad de respetar la ju-
risprudencia constitucional establecida en la STC 85/2022, de 27 de junio, respec-
to de la exigencia de la presencialidad en el ejercicio del voto de los representantes 
políticos y de que solo excepcionalmente cabe excepcionarlo en los casos previstos 
en el art. 95.1 del Reglamento del Parlamento de Cataluña (RPC). A esos efectos, 
se incide en que, a diferencia de lo que ocurrió con los acuerdos de la mesa de 13 
y 27 de marzo de 2020, en que se habilitó el voto delegado, y de 24 de marzo de 
2020, en que se habilitó la posibilidad de activar el voto telemático que prevé el Re-
glamento del Parlamento de Cataluña para los casos de delegación de voto, que es-
taban justificados por situaciones de extrema urgencia y necesidad por la situación 
pandémica de la covid-19; sin embargo, en este caso no concurre causa de excepcio-
nalidad, careciendo de justificación alguna que la mesa acuerde una nueva moda-
lidad de voto. De ello concluye que el acuerdo sometido a reconsideración vulnera 
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el cumplimiento de lo establecido en las SSTC 85/2022, de 27 de junio, y 24/2023, 
de 27 de marzo, en las que se anularon sendas delegaciones del voto del diputado 
don Lluís Puig i Gordi, al considerar que en su caso no concurría ninguna de las 
situaciones excepcionales de especial gravedad previstas reglamentariamente para 
ejercer voto delegado.

d) La mesa del Parlamento de Cataluña, por acuerdo de 19 de abril de 2023 (acta 
de la sesión núm. 132), aprobó por mayoría autorizar el voto telemático del diputado 
don Lluís Puig i Gordi hasta el final del periodo de sesiones, que finalizaba el 31 de 
julio de 2023, al considerar que las circunstancias en las que se encuentra suponen 
una situación excepcional de especial gravedad que le impide el desarrollo de la fun-
ción parlamentaria en los términos del acuerdo de 18 de abril de 2023.

e) El grupo parlamentario Socialistes i Units per Avançar, mediante escrito de 19 
de abril de 2023 registrado con el núm. 98517, solicitó la reconsideración del ante-
rior acuerdo de 19 de abril de 2023; al igual que lo hicieron los grupos parlamenta-
rios de Ciutadans y Vox en Cataluña, mediante sendos escritos de esa misma fecha 
registrados con los núms. 98519 y 98520, respectivamente. La solicitud de recon-
sideración se fundamentó en que dicha habilitación vulnera el cumplimiento de lo 
establecido en las SSTC 85/2022, de 27 de junio, y 24/2023, de 27 de marzo, en las 
que se anularon sendas delegaciones del voto del diputado don Lluís Puig i Gordi, 
al considerar que no puede ser tenida como una situación excepcional de especial 
gravedad a los efectos de excepcionar el voto presencial la de quien voluntariamente 
ha decidido eludir la acción de la jurisdicción penal española y sobre el que pesa una 
orden judicial de busca y captura.

f) La mesa del Parlamento de Cataluña, por un único acuerdo de 19 de abril de 
2023, aprobó por mayoría desestimar todas las solicitudes de reconsideración for-
muladas contra los citados acuerdos de 18 y 19 de abril de 2023, argumentando que 
(i) la mesa debe garantizar el derecho de los diputados al voto; (ii) las votaciones 
telemáticas en el Pleno y en las comisiones del Parlamento de Cataluña han sido ha-
bilitadas anteriormente por la mesa sin previsión reglamentaria al efecto, tal como 
se hace en el presente acuerdo, sin que haya sido objeto de controversia; y (iii) las 
sentencias del Tribunal Constitucional citadas en las reconsideraciones respecto de 
las delegaciones de voto anuladas al diputado don Lluís Puig i Gordi no tiene el mis-
mo objeto que el acuerdo sometido a reconsideración.

3. Los demandantes de amparo solicitan que se estime el recurso declarando que 
se ha vulnerado su derecho a la representación política (art. 23.2 CE), para cuyo res-
tablecimiento considera necesario anular los acuerdos impugnados.

Los demandantes de amparo, en el apartado de antecedentes de hecho del re-
curso, relatan las actuaciones de la mesa del Parlamento de Cataluña relativas a las 
sucesivas ocasiones en las que autorizó el voto delegado al diputado don Lluís Puig 
i Gordí en la XIII legislatura –que el Parlamento de Cataluña pasó a denominar 
XIV legislatura a partir de la resolución 9/XIII aprobada en la sesión plenaria de 
2 de junio de 2021–, así como el proceso de su impugnación por los demandantes, 
que culminaron con sendos recursos de amparo resueltos por las SSTC 85/2022, de 
27 de junio, y 24/2023, de 27 de marzo. En conexión con ello, relatan la aprobación 
del acuerdo de 18 de abril de 2023 poniéndolo en relación inmediata con el hecho 
de que en esa misma fecha fuera solicitada la habilitación del procedimiento de vo-
tación telemática por don Lluís Puig i Gordi, que fue aprobado y confirmado en re-
consideración mediante sendos acuerdos de 19 de abril de 2023.

Los demandantes, en el apartado primero dedicado a los motivos del recurso, 
tras exponer la jurisprudencia constitucional sobre el art. 23.2 CE y recordar la re-
gulación general establecida en el art. 95 RPC sobre el ejercicio del voto delegado 
y la concreta posibilidad de ejercer el voto telemático, a través de la delegación de 
voto, prevista en el art. 95.3 RPC, destacan que la facultad de la mesa del Parlamen-
to a la que alude este precepto de establecer los criterios generales para poder deli-



BOPC 10
5 de juliol de 2024

4.87.20. Recursos d’empara constitucional 6

mitar los supuestos que permiten esta delegación no se puede extender a la amplia-
ción de supuestos o causas respecto de las que determina el precepto citado para el 
voto telemático. A esos efectos, afirman, por un lado, que «[l]a equiparación de las 
circunstancias procesales en las que se encuentra el diputado que solicitó la habilita-
ción del voto telemático, aunque eludidas en su solicitud, con las circunstancias que 
son la ratio de la regulación excepcional contenida en el art. 95 RPC, suponen una 
interpretación expansiva y una extensión analógica de los supuestos previstos en el 
citado artículo [...], lo que supone una arbitrariedad que menoscaba los derechos del 
resto de diputados, vulnerando así el derecho fundamental del art. 23.2 CE» y, por 
otro, que «[l]a decisión de la mesa supone la ampliación de los supuestos tasados en 
el art. 95 RPC, eximiéndose al diputado solicitante de la habilitación del voto tele-
mático de la debida acreditación de las circunstancias impeditivas alegadas, que, en 
cualquier caso, no guardan conexión con la ratio de la excepción. Todo ello conlleva 
que se desvirtúa la regulación reglamentaria de la excepción que supone la habilita-
ción del voto telemático, quebrando la expectativa de la aplicación del precepto por 
parte de la mesa y la previsibilidad de sus decisiones al respecto de una cuestión tan 
sensible como la posibilidad de emitir o no el voto telemático vinculado así a la de-
legación de voto en circunstancias no previstas expresamente en el Reglamento, lo 
que es claramente contrario a lo querido por el legislador reglamentario, y supone 
una inequidad de trato respecto a los demás diputados y diputadas».

Los demandantes, en el apartado segundo dedicado a los motivos del recurso, tras 
exponer la jurisprudencia constitucional sobre la presencialidad en el ejercicio del 
derecho de voto de los representantes políticos establecida en las SSTC 19/2019, de 
12 de febrero; 65/2022, de 31 de mayo; 75/2022, de 15 de junio; 85/2022, de 27 
de junio, y 24/2023, de 27 de marzo, también inciden en «que las causas que pueden 
justificar el voto telemático o delegado deben ser siempre excepcionales o de fuerza 
mayor y encontrarse registradas en el reglamento parlamentario»; concluyendo «que 
habilitar un sistema de votación, fuera de las situaciones excepcionales fijadas en el 
artículo 95 RPC, alejado además de la norma de la votación presencial y personal, 
atenta contra el ‘ius in officium’(artículo 23.2 CE) de los diputados y diputadas».

Los demandantes de amparo, en un tercer apartado dedicado a los motivos del 
recurso, tras describir el contenido de los acuerdos parlamentarios impugnados y 
reconocer que la mesa ha adoptado acuerdos por situaciones de extrema urgencia 
y necesidad fruto de la situación pandémica (acuerdos de 13, 17 y 24 de marzo), en 
los que se preveía la celebración de sesiones no presenciales de determinados órga-
nos de la Cámara (junta de portavoces y mesa) y la activación del voto telemático 
que prevé el Reglamento del Parlamento de Cataluña para los casos de delegación 
de voto, alegan que «estos acuerdos fueron adoptados por la mesa del Parlamento 
motivados por situaciones de extrema urgencia y necesidad fruto de la situación 
pandémica, que no se ven justificadas en la situación concreta que nos ocupa, que 
no se encuentra como causa de excepcionalidad en el Reglamento del Parlamento 
y, que no encuentra ninguna justificación para que la mesa del Parlamento acuerde 
una nueva modalidad de voto. Con todo ello, se ve vulnerado nuevamente el ius in 
officium (art. 23.2 CE) de los diputados y diputadas al no permitir la participación y 
debate de esta reforma reglamentaria».

Los demandantes de amparo, en el cuarto apartado dedicado a los motivos del 
recurso, insisten en que «[e]n el caso que nos ocupa no existe ninguna causa excep-
cional como aquellas motivadas por situaciones de extrema urgencia y necesidad 
fruto de la situación pandémica, por la cual cosa se trata de un acuerdo de la Mesa 
del Parlament contrario a derecho y a la jurisprudencia establecida por el Alto Tri-
bunal». Inciden en que, «[p]or un lado, la situación ante las que nos encontramos 
no debe habilitar ningún supuesto excepcional de votación telemática, puesto que 
la situación procesal del ilustre diputado Lluís Puig no habilita dicho supuesto, so-
licitado por él en el acuerdo de la mesa del Parlament del 19 de abril de 2023, al no 
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encontrarse ni tasada por el RPC ni conformar una circunstancia excepcional o de 
fuerza mayor»; concluyendo que «la habilitación de este mecanismo de voto telemá-
tico de la Mesa del Parlament en su acuerdo del día 19 de abril supone una decisión 
arbitraria, aprobada ad hoc para este caso concreto», eludiendo el cumplimiento de 
la jurisprudencia constitucional en la materia. A ello añaden que, «[p]or otro lado, 
resulta palmario y evidente que la forma en la que se ha desarrollado este mecanis-
mo no es la adecuada, quedando esto patente en la inconcreción e incongruencia en 
el propio redactado del acuerdo»; destacando que (i) la habilitación del voto telemá-
tico no se puede condicionar a una posible reforma del Reglamento del Parlamento 
de Cataluña, puesto que no existe posibilidad de saber con seguridad si esta se pro-
ducirá ni en qué sentido; (ii) existe indeterminación en el redactado debido a la am-
bigüedad de las situaciones y a los casos concretos en los que se debe aplicar, pues-
to que se hace uso de fórmulas indefinidas, por lo que «debe ser la propia mesa, a 
través de decisiones que pueden entenderse arbitrarias, el órgano encargado de con-
cretar estos conceptos indefinidos, sin mediar reforma ordinaria del Reglament del 
Parlament de Catalunya y vulnerando, de nuevo, el ius in officium»; y (iii) la celeri-
dad con la que se aprobaron los acuerdos no han posibilitado que este se desarrolle 
con unas mínimas garantías, habiéndose establecido «un procedimiento de votación 
telemática consistente en que el ilustre diputado Lluís Puig debe enviar un correo 
electrónico a la Vicepresidencia Primera (en funciones de presidenta del Parlament) 
expresando el sentido del voto para cada una de las votaciones. Posteriormente, un 
miembro de la mesa debe telefonear al ilustre diputado Lluís Puig para así validar 
su identidad. Queda patente así la inconcreción y la imprecisión de este mecanismo 
de votación, cuya aplicación no ofrece garantías jurídicas al voto del diputado, que 
no garantiza el secreto del voto cuando el RPC así lo exige (art. 101 RPC), y que 
excluye la intervención del personal funcionario y de los empleados y empleadas 
públicos, involucrando la participación, exclusivamente, de personas electas que, 
de forma consciente y activa, han tomado la decisión de ignorar las diferentes sen-
tencias y pronunciamientos del Tribunal Constitucional en el este preciso asunto».

De todo ello concluyen los demandantes de amparo que los acuerdos impugna-
dos «son ilícitos e inconstitucionales al afectar al ius in officium de los diputados 
y diputadas del Parlament de Catalunya, consagrado en el 23.2 CE, puesto que su 
aprobación supone en realidad un intento de esquivar la aplicación de la doctrina 
del Tribunal Constitucional respecto al carácter y alcance de la delegación de voto 
permitidas por el artículo 95 RPC, permitiendo excepciones a la presencialidad que 
no se hayan recogidas en el Reglamento del Parlamento de Cataluña, por lo que no 
puede sino considerarse como un intento de abstraerse de la vinculación de todos 
los poderes públicos al cumplimiento de lo que el Tribunal Constitucional resuelva, 
y que sigue lesionando el ius in officium de los recurrentes, adoptando así el órgano 
parlamentario una decisión contraria a la naturaleza de la representación o la igual-
dad de representantes, circunstancia que se da claramente en el caso que se expone 
ante este tribunal».

Los demandantes de amparo justifican la especial trascendencia constitucional 
del recurso afirmando, por un lado, que el objeto del recurso afecta al derecho de 
representación política de las diputadas y los diputados del Parlamento de Cataluña, 
siendo relevante para la determinación del contenido y alcance de este derecho en 
el caso planteado en este recurso; y, por otro, que la vulneración aducida también 
supone una perturbación ilegítima del derecho a la participación política mediante 
representantes que asiste a la ciudadanía representada en el Parlamento de Cataluña 
mediante la elusión de la aplicación de la jurisprudencia constitucional.

4. La Sección Primera del Tribunal, por providencia de 3 de julio de 2023, acor-
dó la admisión a trámite de la demanda de amparo, apreciando que concurre una 
especial trascendencia constitucional ya que el asunto trasciende del caso concre-
to porque pudiera tener unas consecuencias políticas generales [STC 155/2009, de 
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25 de junio, FJ 2 g)]; dirigir atenta comunicación al Parlamento de Cataluña para 
la remisión de testimonio de las actuaciones y a los efectos de su personación en el 
presente proceso constitucional; y no haber lugar a la solicitud de suspensión excep-
cional del art. 56.6 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), formán-
dose pieza separada para sustanciar el incidente de suspensión, que fue completa-
mente tramitada y está pendiente de resolución.

5. La Secretaría de Justicia de la Sala Primera del Tribunal, por diligencia de 
ordenación de 11 de septiembre de 2023, tuvo por recibido el testimonio de las ac-
tuaciones, por personado y parte al Parlamento de Cataluña y acordó dar vista de 
las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal, por plazo común de 
veinte días, a fin de que, conforme con lo previsto en el art. 52 LOTC, pudieran pre-
sentar alegaciones.

6. El Ministerio Fiscal, mediante escrito registrado el 24 de octubre de 2023, 
presentó alegaciones interesando la estimación del amparo por vulneración del de-
recho de los recurrentes a ejercer las funciones representativas con los requisitos 
que señalan las leyes (art. 23.2 CE), en relación con el derecho de los ciudadanos a 
participar en los asuntos públicos a través de sus representantes (art. 23.1 CE), para 
cuyo restablecimiento insta la nulidad de los acuerdos parlamentarios impugnados.

El Ministerio Fiscal, en relación con el acuerdo de la mesa del Parlamento de 
Cataluña de 18 de abril de 2023, por el que se habilita el voto telemático de manera 
transitoria mientras no haya una reforma definitiva del Reglamento, argumenta que 
(i) no existe una regulación específica en el Reglamento del Parlamento de Cataluña 
sobre el voto telemático al margen del voto delegado establecido en su art. 95, por 
lo que existiría un vacío normativo que vendría a cubrir este acuerdo de la mesa; (ii) 
el art. 37.3 a) RPC establece que la mesa del Parlamento de Cataluña solo tiene atri-
buida competencia para adoptar las decisiones que requieren las tramitaciones par-
lamentarias en caso de duda o laguna reglamentaria, que tiene el límite, establecido 
por la jurisprudencia constitucional, de la modificación del reglamento, ya que im-
plica sustraer esa decisión al Pleno de la Cámara, obviando así el requisito de la ma-
yoría absoluta para su reforma (SSTC 44/1995, de 13 de febrero, FJ 3, y 227/2004, 
de 29 de noviembre, FJ 2); (iii) el acuerdo impugnado introduce una regulación ge-
neral sobre el ejercicio del voto telemático, incorporando una modalidad de voto no 
prevista en el reglamento que va más allá de su aclaración o integración, con quie-
bra no solo de la doctrina constitucional referida sino también de la que establece 
que las excepciones al voto presencial solo puede venir prevista en el reglamento de 
la Cámara (SSTC 19/2019, de 12 de febrero, y 168/2021, de 5 de octubre) y en los 
supuestos específicos establecidos en el art. 95 RPC (SSTC 65/2022, 75/2022 y 85
/2022); y (iv) con este proceder se ha producido una modificación reglamentaria de 
facto fuera de los cauces previstos para su reforma con desconocimiento del princi-
pio de que para ello es necesaria una aprobación del Pleno por mayoría (art. 58.3 del 
Estatuto de Autonomía de Cataluña), lo que implica una vulneración del ius in offi-
cium de los recurrentes, quienes se han visto privados de la participación y debate 
en una reforma reglamentaria.

El Ministerio Fiscal, en relación con el acuerdo de la mesa del Parlamento de 
Cataluña de 19 de abril de 2023, por el que se habilita el voto telemático al diputa-
do don Lluís Puig i Gordi, argumenta que la nulidad del acuerdo que le da cobertu-
ra arrastra también la de este. Añade que, sin perjuicio de ello, su nulidad también 
derivaría de que, en los términos reiterados en las SSTC 85/2022, de 27 de junio, 
y 24/2023, de 27 de marzo, la situación alegada por el recurrente para que se autori-
zara el voto telemático, que es la de estar declarado en rebeldía en un proceso penal, 
no cumpliría la condición de ser un supuesto que permita excepcionar el ejercicio 
del voto presencial; derivando de ello que el proceder de la mesa del Parlamento de 
Cataluña, al adoptar ese acuerdo, estaría próximo al fraude de ley, porque, aunque 
no desconoció formalmente lo ya resuelto por el Tribunal Constitucional sobre la de-
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legación de voto en aquellas sentencias, se sirvió de la autorización aquí impugnada 
como un subterfugio tendente a su elusión, adoptando así una habilitación arbitraria, 
aprobada ad hoc, para el caso concreto.

En cuanto al alcance de la estimación del recurso, el Ministerio Fiscal argumen-
ta, con cita de jurisprudencia constitucional previa, que no debe comunicarse la nu-
lidad de los acuerdos impugnados a los actos del Parlamento de Cataluña que hayan 
podido adoptarse con el voto del diputado habilitado para su emisión de manera te-
lemática, como salvaguarda del principio de seguridad jurídica.

7. El Parlamento de Cataluña, por escrito registrado el 25 de octubre de 2023, 
presentó alegaciones solicitando la inadmisión del recurso y, subsidiariamente, su 
desestimación.

El Parlamento de Cataluña afirma que concurren las siguientes causas de inad-
misión: (i) el incumplimiento de las exigencias de precisión y claridad, al no concre-
tarse los acuerdos de la mesa del Parlamento de Cataluña que se recurren, pues se 
hace referencia a un solo acuerdo de 19 de abril de 2023 y en esa fecha se adoptaron 
dos (el que habilita el voto telemático al diputado y el que resuelve las solicitudes 
de reconsideración); (ii) la demanda no justifica su especial trascendencia consti-
tucional, o lo hace de manera insuficiente; (iii) el recurso carece de especial tras-
cendencia constitucional porque no tiene consecuencias políticas generales; (iv) la 
manifiesta inexistencia de lesión, ya que no concurre la lesión alegada del art. 23.2 
CE que no cabe derivar de una mera infracción reglamentaria; (v) la falta de legiti-
mación de los recurrentes porque el recurso se configura como un contra-amparo, 
al oponerse al reconocimiento de un derecho fundamental ajeno; y (vi) el recurso ha 
perdido parcialmente su objeto, de manera sobrevenida, porque el acuerdo que auto-
riza concretamente el ejercicio del voto telemático a un diputado solo estuvo vigente 
en el periodo de sesiones que concluyó el 31 de julio de 2023.

El Parlamento de Cataluña, respecto del acuerdo por el que se aprueba la regu-
lación transitoria del voto telemático, afirma que es adecuado y congruente con la 
jurisprudencia constitucional, ya que no es sustancialmente diferente a los procedi-
mientos previstos en los parlamentos de nuestro país en los que se permite el voto 
en ausencia, delegado o telemático, en circunstancias excepcionales que impidan 
su ejercicio presencial y para el mejor conocimiento de la auténtica voluntad de la 
Cámara, como ocurrió de forma generalizada y exitosa durante la pandemia de co-
vid-19, lo que ha supuesto que lo previsto para esa situación se haya mantenido o 
que se hayan extendido incluso los supuestos habilitantes para la votación telemá-
tica, como ha ocurrido, por ejemplo, en el Congreso de los Diputados. También se 
aduce, por un lado, que en el Parlamento de Cataluña se ha admitido de forma in-
cuestionada la práctica del voto no presencial, delegado o telemático, en situacio-
nes de extrema urgencia o necesidad, lo que se considera una consolidada práctica 
parlamentaria; y, por otro, que el mecanismo transitorio del voto telemático es ple-
namente respetuoso con los requisitos materiales fijados por el Tribunal Constitu-
cional para el ejercicio del voto no presencial de que solo se puede autorizar cuan-
do concurran circunstancias excepcionales o de fuerza mayor, tal como se prevé en 
el acuerdo impugnado; sin perjuicio de que un uso desviado del mismo pueda ser 
objeto de impugnación. Finalmente, se insiste en que los acuerdos impugnados no 
afectan ni inciden negativamente en el derecho fundamental al ejercicio del cargo 
representativo de los recurrentes ni se trata de una medida singular con la que se 
pretenda incumplir lo establecido por la jurisprudencia constitucional; sino, por el 
contrario, un procedimiento que facilita el ejercicio del voto parlamentario en cir-
cunstancias excepcionales.

8. Los demandantes de amparo no han presentado alegaciones.
9. Por providencia de 3 de junio de 2024 se señaló ese mismo día para delibera-

ción y votación de la presente sentencia.
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II. Fundamentos jurídicos
1. Objeto del recurso
El objeto de este recurso es determinar si vulnera el derecho a la representación 

política de los demandantes de amparo la decisión de la mesa del Parlamento de Ca-
taluña de 19 de abril de 2023 de aceptar la habilitación del procedimiento de vota-
ción telemática del diputado don Lluís Puig i Gordi hasta el final de ese periodo de 
sesiones (31 de julio de 2023), a cuyo fin se estableció por acuerdo de 18 de abril de 
2023 una regulación transitoria del voto telemático hasta que no se procediera a una 
reforma del Reglamento del Parlamento de Cataluña; siendo rechazada la reconside-
ración de ambos acuerdos por otro adoptado el 19 de abril de 2023.

El Tribunal, en atención al desarrollo de los argumentos expuestos en la deman-
da para fundamentar fáctica y jurídicamente la invocación del derecho de represen-
tación política y su pretensión de amparo, considera que la formulación formal de la 
demanda de amparo contra los acuerdos de 18 y 19 de abril de 2023, por los que se 
establece una regulación transitoria del voto telemático y se acepta la habilitación 
para dicho voto telemático al diputado don Lluís Puig i Gordi, respectivamente, es-
tán íntimamente vinculadas. Igualmente, constata que la voluntad impugnatoria de 
los demandantes de amparo se dirige como pretensión principal contra la decisión 
de habilitación del voto telemático al diputado don Lluís Puig i Gordi, por conside-
rar que dicha habilitación se ha concedido en infracción de la jurisprudencia consti-
tucional establecida en las SSTC 85/2022, de 27 de junio, y 24/2023, de 27 de mar-
zo, respecto de previas decisiones aceptando la delegación de voto de este diputado, 
ya que no concurre en dicho diputado ninguna situación excepcional que permita 
excepcionar constitucionalmente el ejercicio presencial de su derecho de voto. Aho-
ra bien, se pone de manifiesto que esta pretensión también la fundamentan los de-
mandantes de amparo en que para intentar dar apariencia de cobertura normativa a 
esa decisión la mesa aprobó una normativa transitoria, no solo incursa en diversas 
infracciones de la reglamentación parlamentaria, sino con la única finalidad instru-
mental de justificar y amparar dicha decisión, sin una real pretensión de generali-
dad, para eludir el acatamiento de la jurisprudencia constitucional en relación con 
la imposibilidad de que dicho diputado pudiera ver excepcionado el principio de 
presencialidad en su ejercicio del derecho de voto.

En coherencia con esta constatación, el Tribunal determina que el análisis a de-
sarrollar en la presente resolución respecto de la pretensión de los demandantes de 
establecer si la decisión parlamentaria de la habilitación del voto telemático del di-
putado don Lluís Puig i Gordi resulta contraria al art. 23.2 CE con fundamento en 
la alegación principal de que no concurre en la persona de este diputado ninguna 
circunstancia que permita excepcionar constitucionalmente el ejercicio presencial 
de su derecho de voto debe conllevar, en su caso, también la anulación del acuerdo 
de la aprobación de la normativa transitoria, que solo era instrumental de aquella, y 
cuya exclusiva causa, carente de una real vocación de generalidad, era intentar darle 
una cobertura normativa.

2. Las causas de inadmisión alegadas
El Tribunal rechaza todas las causas de inadmisión alegadas por el Parlamento 

de Cataluña por las siguientes razones:
(i) El incumplimiento de las exigencias de precisión y claridad que el art. 49.1 

LOTC imponen a la demanda que da inicio al recurso de amparo constitucional 
solo justifica su inadmisión, por razones del principio por actione, cuando, en aten-
ción a que la demanda de amparo es el escrito rector para acotar, definir y delimi-
tar la pretensión y, por tanto, la resolución del recurso de amparo (así, por ejemplo, 
SSTC 7/2008, de 21 de enero, FJ 1; 104/2019, de 16 de septiembre, FJ 2, o 37/2023, 
de 19 de abril, FJ 1), resulta imposible al Tribunal identificar un objeto de impug-
nación o una invocación de derechos fundamentales aptos de un procedimiento de 
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amparo constitucional, ya que, como ha reiterado la jurisprudencia constitucional, 
las exigencias de precisión y claridad están vinculadas a la necesidad de «proporcio-
nar los elementos necesarios para la formulación del juicio que corresponde hacer a 
este tribunal» (STC 82/1995, de 5 de junio, FJ 5; o AATC 188/2008, de 21 de julio, 
FJ 3, y 14/2009, de 26 de enero, FJ 1).

En el presente caso, la circunstancia alegada por el Parlamento de Cataluña se 
fundamenta no tanto en la imposibilidad de identificar un objeto de impugnación 
o una invocación de derechos fundamentales aptos de un procedimiento de ampa-
ro constitucional sino, más concretamente, en una cierta incongruencia interna en 
la concreta identificación de los acuerdos impugnados en relación con los derechos 
invocados. Esa circunstancia no determina, conforme a la jurisprudencia constitu-
cional expuesta, la concurrencia de una causa de inadmisión del recurso; sino, más 
certeramente, por la imposibilidad reiterada de que el Tribunal integre de oficio 
tanto la identificación del objeto de la impugnación como los defectos argumenta-
les de la demanda de amparo (así, por ejemplo SSTC 34/2023, de 18 de abril, FJ 2, 
o 136/2023, de 23 de octubre; FJ 1), que el Tribunal deba proceder a la delimitación 
del objeto del recurso y los motivos de impugnación a partir del contenido de la de-
manda y la voluntad impugnatoria que de ella se deriva, que es lo que ya se ha rea-
lizado en el fundamento jurídico anterior.

(ii) El Tribunal constata que en la demanda de amparo, si bien no se identifica 
concretamente ninguno de los supuestos recogidos, a modo ejemplificativo y sin 
constituir una relación cerrada, en la STC 155/2009, de 25 de junio, FJ 2, sin em-
bargo, sí se hace referencia en un apartado específicamente reservado para ello, en 
los términos ya expuestos en los antecedentes, a supuestos recogidos en la misma, 
disociados de la concreta vulneración del derecho fundamental alegado, como son 
la necesidad de establecer jurisprudencia constitucional sobre ese derecho en el caso 
concreto planteado, su relevancia social y política y la eventual existencia a una ne-
gativa del cumplimiento de lo ya establecido por la jurisprudencia constitucional. 
Por tanto, el Tribunal concluye que no queda acreditado el presupuesto fáctico ale-
gado por el Parlamento de Cataluña de que no exista justificación de la especial tras-
cendencia constitucional o esta lo haya sido en términos insuficientes.

(iii) El Tribunal, en relación con la alegación de que el recurso carece de espe-
cial transcendencia constitucional, debe recordar que, conforme a una jurispruden-
cia constitucional reiterada, esta exigencia de admisibilidad, que no es de carácter 
procesal sino referida al fondo del asunto, es apreciada por el Tribunal en cada caso 
en el momento de admitir a trámite el recurso de amparo, de acuerdo con lo exigi-
do por el art. 50.1 LOTC, sin que sea susceptible de reconsideración en el momento 
de la sentencia (SSTC 80/2020, de 15 de julio, FJ 2; 155/2020, de 4 de noviembre, 
FJ 2; 2/2022, de 24 de enero, FJ 2, o 65/2023, de 6 de junio, FJ 2). En relación con 
ello, el Tribunal pone de relieve no solo que en la providencia de admisión ya se 
valoró y se hizo expreso que concurría la causa de especial trascendencia constitu-
cional referida a que el asunto pudiera tener unas consecuencias políticas generales 
[STC 155/2009, de 25 de junio, FJ 2 g)]; sino además, que es jurisprudencia cons-
titucional reiterada que los recursos de amparo de origen parlamentario pudieran 
tener unas consecuencias políticas generales y de que por su especial configuración 
se promueven siempre sin haber contado la parte demandante con una vía judi-
cial previa en la que defender los derechos fundamentales que se dicen infringidos 
(así, por ejemplo, SSTC 97/2020, de 21 de julio, FJ 2; 65/2023, de 6 de junio, FJ 2, 
o 30/2024, de 28 de febrero, FJ 2).

(iv) El Parlamento de Cataluña, bajo el mismo argumento de que los acuerdos 
impugnados no vulneran el derecho a la representación política de los demandantes 
de amparo, invoca como causa de inadmisión tanto la manifiesta inexistencia de le-
sión como la falta de legitimación para interponer el presente recurso. El Tribunal 
ya ha reiterado que la manifiesta inexistencia de lesión, es una cuestión de fondo 
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que en este momento procesal solo podría determinar, si se estimara que concurre, 
la denegación del amparo (así, por ejemplo, SSTC 27/2011, de 14 de marzo, FJ 3, 
o 191/2013, de 18 de noviembre, FJ 2), lo que determina que no pueda analizarse 
ahora como causa de inadmisión. Lo mismo cabe afirmar en relación con la ale-
gación de la eventual falta de legitimación activa, que también se constituye ahora 
como una cuestión de fondo, no solo por la estrecha vinculación que tiene con el de-
recho fundamental invocado (así, por ejemplo, SSTC 65/2023, de 6 de junio, FJ 2; 
125/2023, de 27 de septiembre, FJ 1; o 140/2023, de 24 de octubre, FJ 2); sino una 
vez acreditado que los demandantes aducen una vulneración del art. 23 CE vincu-
lado a lo ya establecido por la jurisprudencia constitucional en relación con las ex-
cepciones al ejercicio del voto presencial (así, entre otras, SSTC 65/2022, de 31 de 
mayo, FJ 3; 85/2022, de 27 de junio, FJ 2, o 24/2023, de 27 de marzo, FJ 3).

(v) No cabe apreciar la falta sobrevenida, aunque fuera parcial, del objeto del 
recurso por el mero hecho de que el acuerdo de la habilitación del voto al diputa-
do don Lluís Puig i Gordi fuera de carácter temporal, estando solo vigente para el 
periodo de sesiones que concluyó el 31 de julio de 2023; ni hay que añadir ahora, 
por la circunstancia de la disolución del Parlamento de Cataluña mediante Decre-
to 60/2024, de 18 de marzo. El Tribunal ya ha reiterado que la circunstancia de la 
eventual vigencia temporal del acto impugnado, ya finalizada cuando se resuelve el 
recurso de amparo, puede afectar, por razones elementales, a las medidas de resta-
blecimiento del derecho invocado, pero no a la pervivencia de su objeto en atención 
a un posible efecto declarativo y anulatorio del acto impugnado (así, por ejemplo, 
SSTC 11/2017, de 30 de enero, FJ 7; 53/2021, de 15 de marzo, FJ 7, 35/2022, de 9 de 
marzo, FJ 6, o 65/2023, de 6 de junio, FJ 1).

3. La jurisprudencia constitucional sobre las posibilidades de excepcionar el prin-
cipio de presencialidad del ejercicio del derecho de voto de los representantes políti-
cos. Remisión a lo resuelto en la STC 65/2022, de 31 de mayo

El problema constitucional que se plantea en el presente recurso, referido a la 
alegada vulneración del art. 23.2 CE de los demandantes de amparo derivado de la 
decisión de la mesa del Parlamento de Cataluña de habilitar el voto telemático al 
diputado don Lluís Puig i Gordi, con fundamento en la concurrencia de determina-
das circunstancias que este diputado alegaba que le incapacitaban para poder ejer-
cer de forma presencial el derecho al voto, es coincidente con el ya resuelto en las 
SSTC 85/2022, de 27 de junio, y 92/2022 y 93/2022, de 11 de julio, con ocasión de 
sendos recursos de amparo interpuestos por diversos diputados del Parlamento de 
Cataluña, entre ellos los que formulan el presente recurso de amparo, contra la de-
cisión de admitir la delegación de voto del mismo diputado para una concreta sesión 
plenaria; y en la STC 24/2023, de 27 de marzo, con ocasión de un nuevo recurso 
de amparo interpuesto por los ahora demandantes de amparo contra la decisión de 
mantener la delegación de voto del mismo diputado una vez pronunciada la citada 
STC 85/2022.

En estas sentencias se concluyó que se había vulnerado el derecho de los recu-
rrentes a ejercer las funciones representativas con los requisitos que señalan las le-
yes (art. 23.2 CE), que se encuentra en conexión con el derecho de los ciudadanos a 
participar en los asuntos públicos a través de sus representantes (art. 23.1 CE), para 
cuyo restablecimiento se declaró la nulidad de los acuerdos parlamentarios admi-
tiendo la delegación de voto. En todos los casos la estimación del recurso tuvo como 
fundamento la STC 65/2022, de 31 de mayo, en la que se razonaba, entre otros ex-
tremos y por lo que es relevante a este recurso, que (i) este tipo de acuerdos en los 
que se excepciona la presencialidad en el ejercicio del derecho de voto de los repre-
sentantes políticos pueden incidir en el derecho al ius in officium de los recurrentes 
(FJ 3); (ii) el principio de personalidad del voto de los parlamentarios establecido 
en el art. 79.3 CE resulta de aplicación a todos los cargos públicos representativos 
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incluyendo a los parlamentarios autonómicos (FJ 5); y (iii) la interpretación de la 
normativa parlamentaria en lo referente a los supuestos en los que se permite ex-
cepcionar la presencialidad en el ejercicio del derecho de voto de los representantes 
políticos solo son constitucionalmente admisibles cuando se encuentran justificados 
en la necesidad de salvaguardar otros bienes o valores constitucionales y respetan el 
principio de proporcionalidad, lo que no concurre en los casos en quien voluntaria-
mente ha decidido eludir la acción de la jurisdicción penal española y sobre el que 
pesa una orden judicial de busca y captura (FFJJ 6 y 7).

En el presente caso, como también sucedía en los supuestos resueltos en las cita-
das SSTC 65/2022, 85/2022, 92/2022, 93/2022 y 24/2023, la decisión parlamenta-
ria de habilitar al diputado don Lluís Puig i Gordi el voto telemático en el Pleno del 
Parlamento de Cataluña, excepcionando con ello el principio de presencialidad en el 
ejercicio del derecho de voto de este representante político, no se ajusta a la interpre-
tación que conforme a la Constitución permite excepcionar este principio de la pre-
sencialidad, ya que, como se ha reiterado en la jurisprudencia constitucional citada, 
no puede ser tenida como circunstancia constitucionalmente válida para ello aquella 
en la que se encuentra quien voluntariamente ha decidido eludir la acción de la ju-
risdicción penal española y sobre el que pesa una orden judicial de busca y captura.

Esto determina que también en este caso el Tribunal otorgue el amparo solicita-
do con declaración de la nulidad de los acuerdos impugnados por haberse lesionado 
el derecho fundamental de los demandantes a ejercer sus funciones representativas 
en condiciones de igualdad (art. 23.2 CE), en relación con el derecho de los ciudada-
nos a participar en los asuntos públicos a través de sus representantes (art. 23.1 CE), 
y que, en línea con lo expresado en las citadas SSTC 65/2022, FJ 8; 85/2022, FJ 4; 
92/2022, FJ 4; 93/2022, FJ 4; y 24/2023, FJ 3, en virtud del principio de seguridad 
jurídica (art. 9.3 CE), se limite el alcance del fallo, en el sentido de que la nulidad de 
estos acuerdos parlamentarios no puede comunicarse a los actos que hayan podido 
adoptarse con el voto telemático de don Lluís Puig i Gordi durante el tiempo en que 
estuvo vigente dicha habilitación.

La anulación de la decisión de la mesa respecto de la habilitación del voto tele-
mático al diputado don Lluís Puig i Gordi por las razones expuestas determina, en 
los términos expuestos en el fundamento jurídico primero, la nulidad de la norma-
tiva transitoria que le sirve de apoyo por ser su finalidad exclusiva la de darle una 
apariencia de cobertura normativa, pero sin una real vocación de generalidad. Por 
otra parte, la resolución sobre el fondo de este recurso implica también que no re-
sulte procedente resolver sobre la medida cautelar de suspensión solicitada por los 
demandantes, lo que determina que deba acordarse el archivo de la pieza separada 
de suspensión.

Fallo
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autoridad que 

le confiere la Constitución de la Nación española, ha decidido estimar el recurso 
de amparo interpuesto por don Salvador Illa Roca, doña Alicia Romero Llano, don 
Raúl Moreno Montaña, doña María Asunción Escarp Gibert, don Ferrán Pedret 
Santos, don Ramón Espadaler Parcerisas, doña Judit Alcalá González, don Óscar 
Aparicio Pedrosa, doña Helena Bayo Delgado, doña Eva Candela López, doña Ma-
ría dels Dolors Carreras Casany, doña Elena Díaz Torrevejano, don Mario García 
Gómez, doña Rocío García Pérez, don Pol Gibert Horcas, don Cristóbal Gimeno 
Iglesias, don David González Chanca, doña Rosa María Ibarra Ollé, doña Gemma 
Lienas Massot, doña Marta Moreta Rovira, doña Esther Niubó Cidoncha, don Òscar 
Ordeig Molist, don Joaquín Paladella Curto, doña Silvia Paneque Sureda, don David 
Pérez Ibáñez, don Jordi Riba Colom, doña Mónica Ríos García, doña Silvia Romero 
Galera, don Juan Luis Ruiz López, doña Beatriz Silva Gallardo, don Jordi Terrades 
Santacreu y don Rubén Viñuales Elías y, en su virtud,
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1. Declarar que se ha vulnerado el derecho de los recurrentes a ejercer las fun-
ciones representativas con los requisitos que señalan las leyes (art. 23.2 CE), que se 
encuentra en conexión con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos 
públicos a través de sus representantes (art. 23.1 CE).

2. Restablecer a los recurrentes en su derecho y, a tal fin, declarar la nulidad de 
los acuerdos de la mesa del Parlamento de Cataluña de 18 de abril de 2023, sobre 
la regulación transitoria del voto telemático hasta que no se proceda a una reforma 
del Reglamento del Parlamento de Cataluña, y de 19 de abril de 2023, aceptando la 
habilitación del procedimiento de votación telemático del diputado don Lluís Puig i 
Gordi hasta el final de ese periodo de sesiones; así como del acuerdo de 19 de abril 
de 2023, por el que se desestimó la reconsideración de los anteriores, con el alcance 
expresado en el fundamento jurídico 3.

3. Archivar la pieza separada de suspensión.
Publíquese esta sentencia en el Boletín Oficial del Estado.

Dada en Madrid, a tres de junio de dos mil veinticuatro.

4.90. Règim interior

4.90.10. Càrrecs i personal

Concurs específic de mèrits i capacitats per a proveir definitivament 
el lloc de treball de cap de l’Àrea d’Impressió i Imatge Corporativa 
del Departament d’Edicions del Parlament de Catalunya
500-00001/15

CONVOCATÒRIA I APROVACIÓ DE LES BASES

Acord: Mesa del Parlament, 02.07.2024

La Mesa del Parlament, en la sessió del 2 de juliol de 2024, convoca un concurs 
específic de mèrits i capacitats per a proveir definitivament el lloc de treball de cap 
de l’Àrea d’Impressió i Imatge Corporativa del Departament d’Edicions (subgrup 
A2/C1, nivell 10) del Parlament de Catalunya.

El cap del Departament d’Edicions ha emès un informe en què justifica que es 
convoqui la provisió definitiva del lloc de treball de cap de l’Àrea d’Impressió i 
Imatge Corporativa del Departament d’Edicions. En concret, posa de manifest que 
la necessitat creixent de donar suport als òrgans parlamentaris en la producció dels 
originals electrònics de la papereria corporativa i la implementació de la imatge 
gràfica de la institució, i el fet que s’adscrivís al Departament d’Edicions el Servei 
d’Impressió, van comportar la creació d’aquest lloc de treball al 2019, el qual no s’ha 
dotat fins ara, però cal que es cobreixi per a millorar l’organització i eficiència del 
treball i els recursos necessaris per a exercir totes les funcions de l’Àrea.

Tenint en compte les necessitats manifestades pel cap del Departament d’Edi-
cions i que el lloc de treball es troba vacant, la cap del Departament de Recursos 
Humans, en la petició d’informe de fiscalització, proposa de convocar-ne la provisió 
definitiva, per mitjà d’un concurs específic, en el marc de la proposta de pla estratè-
gic i d’ordenació de recursos humans.

L’oïdora de comptes fiscalitza la proposta d’acord de la convocatòria i n’emet un 
informe favorable.

L’article 60.1 dels Estatuts del règim i el govern interiors del Parlament de Cata-
lunya (ERGI) disposa que el sistema ordinari per a proveir llocs de treball és el con-
curs, que ha d’ésser convocat per la Mesa del Parlament. La convocatòria ha d’esta-
blir els requisits exigits per a participar-hi i els mèrits i les capacitats que s’han de 
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tenir en compte a fi de determinar la idoneïtat dels aspirants, atenent especialment 
els requisits exigibles segons les característiques de cada lloc de treball. També 
s’han de valorar, amb relació al lloc de treball que cal proveir, el treball acomplert, 
els cursos de formació i perfeccionament, l’antiguitat, les titulacions acadèmiques i 
el nivell de coneixements de català. Per a avaluar la idoneïtat, les habilitats, els co-
neixements i la capacitat d’adaptació dels aspirants al lloc de treball convocat també 
es pot establir que es facin entrevistes i tests professionals, que s’elaborin memòries 
o que es valorin informes d’avaluació, o altres sistemes anàlegs.

L’apartat 3 de l’article esmentat classifica els concursos en generals i específics, i 
determina que s’ha de convocar pel sistema de concurs específic la provisió de llocs 
de treball de comandament de nivell inferior a cap de departament.

Pel que fa a la comissió tècnica d’avaluació, l’article 61 dels ERGI en regula el 
funcionament i estableix que el nomenament dels membres correspon a la Mesa del 
Parlament.

En la relació de llocs de treball del Parlament de Catalunya hi consta que aquest 
lloc de treball s’ha de proveir per concurs específic.

L’article 114 dels ERGI disposa que el Consell de Personal ha de rebre informa-
ció dels òrgans corresponents del Parlament sobre els afers de personal. Vist que 
s’ha seguit aquest tràmit d’informació al Consell de Personal, la Mesa del Parla-
ment, fent ús de les competències que li atorguen els articles 60 i 61 dels ERGI,

Acorda: 
1. Convocar un concurs específic de mèrits i capacitats per a proveir definitiva-

ment el lloc de treball de cap de l’Àrea d’Impressió i Imatge Corporativa del Depar-
tament d’Edicions (subgrup A2/C1, nivell 10).

2. Aprovar les bases que han de regir aquesta convocatòria, que consten en l’annex.
Contra aquest acord, que exhaureix la via administrativa, les persones interessa-

des poden interposar potestativament, d’acord amb el que estableix la Llei de l’Estat 
39/2015, d’1 d’octubre, del procediment administratiu comú de les administracions 
públiques, un recurs de reposició davant l’òrgan convocant en el termini d’un mes a 
comptar de l’endemà d’haver-se publicat en el Butlletí Oficial del Parlament de Ca-
talunya (BOPC), o bé un recurs contenciós administratiu davant el Tribunal Superi-
or de Justícia de Catalunya en el termini de dos mesos a comptar de l’endemà d’ha-
ver-se publicat en el BOPC, d’acord amb la Llei de l’Estat 29/1998, de 13 de juliol, 
reguladora de la jurisdicció contenciosa administrativa.

Així mateix, les persones interessades poden interposar qualsevol altre recurs 
que creguin adequat per a la defensa de llurs interessos.

Palau del Parlament, 2 de juliol de 2024
La secretària primera, Glòria Freixa i Vilardell; el president, Josep Rull i Andreu

Annex. Bases

1. Objecte
1.1. Es convoca un concurs específic de mèrits i capacitats per a proveir definiti-

vament el lloc de treball de cap de l’Àrea d’Impressió i Imatge Corporativa del De-
partament d’Edicions (subgrup A2/C1, nivell 10).

1.2. Les funcions assignades al lloc de treball convocat són coordinar el Servei 
d’Impressió, produir les publicacions parlamentàries i assessorar l’Administració 
parlamentària en l’ús de la imatge corporativa, en coordinació amb el cap o la cap 
del Departament.

2. Requisits de participació
2.1. Per a participar en la convocatòria, cal complir els requisits següents: 
a) Ésser personal funcionari de carrera del grup A, subgrup A2, o del grup C, 

subgrup C1, de l’escala especial d’editors del Cos d’Administradors Parlamentaris, 
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i complir els requisits de participació que estableixen aquestes bases i la relació de 
llocs de treball.

b) Estar en situació de servei actiu o en qualsevol situació administrativa que, 
d’acord amb la normativa vigent, permeti participar en aquesta convocatòria.

c) Tenir el nivell superior de català (C2). En el cas dels participants que no pu-
guin acreditar-lo documentalment, l’òrgan avaluador ha de valorar amb caràcter eli-
minatori els coneixements de català per mitjà de les proves necessàries, d’acord amb 
el que estableix el Decret 161/2002, d’11 de juny, sobre l’acreditació del coneixement 
del català i l’aranès en els processos de selecció de personal i de provisió de llocs de 
treball de les administracions públiques de Catalunya.

2.2. Els requisits de participació que determina aquesta base s’han de complir el 
darrer dia del termini de presentació de les sol·licituds i s’han de continuar complint 
fins a la data de la presa de possessió del lloc.

3. Sol·licitud de participació
3.1. Presentació de les sol·licituds
3.1.1. Per a poder prendre part en aquest concurs, s’ha de presentar al Registre 

del Parlament de Catalunya la documentació següent: 
a) La sol·licitud de participació adreçada al Departament de Recursos Humans, 

que s’ha de formalitzar en un model normalitzat. Els exemplars de la sol·licitud de 
participació són a disposició dels interessats al Departament de Recursos Humans. 
També es poden obtenir a la intranet del Parlament.

b) El currículum, que ha d’exposar la idoneïtat i l’adequació de l’aspirant, amb 
indicació dels estudis acadèmics, la formació i l’experiència professional que s’al·le-
guin com a mèrits.

c) Els documents justificatius dels requisits de participació i dels mèrits al·legats 
en el currículum que no constin en l’expedient personal de l’aspirant.

3.1.2. Un cop presentada la sol·licitud, qualsevol correcció, esmena o modificació 
posterior s’ha de trametre per correu electrònic a l’adreça oposicions@parlament.
cat. En l’assumpte del correu caldrà identificar-hi el número d’aquesta convocatòria 
i el motiu del missatge.

3.1.3. El fet de no presentar la sol·licitud dins el termini establert o en la forma 
escaient comporta l’exclusió de l’aspirant.

3.1.4. No cal presentar compulsades les fotocòpies dels documents que s’adjuntin 
a la sol·licitud. L’acte de compulsa de tots els documents es farà a partir de la pro-
posta de nomenament, d’acord amb la base 8.5.

3.1.5. Els mèrits s’han de referir a la data de publicació d’aquesta convocatòria en 
el Butlletí Oficial del Parlament de Catalunya (BOPC) i només es tenen en compte 
els mèrits al·legats i justificats dins el termini de presentació de sol·licituds.

3.1.6. La comissió tècnica d’avaluació només valorarà els mèrits que estiguin fe-
faentment acreditats.

3.1.7. No es poden tenir en compte els mèrits no acreditats documentalment en-
cara que s’esmentin en el currículum.

3.2. Termini de presentació de les sol·licituds
El termini de presentació de les sol·licituds és de deu dies hàbils a comptar de 

l’endemà de la publicació d’aquesta convocatòria en el BOPC.

3.3. Declaració responsable 
Amb la presentació de la sol·licitud de participació els aspirants declaren res-

ponsablement que les dades que hi consignen són certes; que compleixen les con-
dicions i els requisits per a treballar a l’Administració parlamentària i els que esta-
bleix específicament aquesta convocatòria; que tant la documentació que adjunten a 
la sol·licitud com els mèrits que al·leguen són autèntics, i que quan finalitzi el procés 
selectiu, si són seleccionats, presentaran els originals de tota la documentació per a 

mailto:oposicions@parlament.cat
mailto:oposicions@parlament.cat
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comprovar la veracitat tant dels requisits com dels mèrits al·legats a l’efecte del no-
menament que correspongui.

3.4. Consentiment per al tractament de dades personals i per a rebre notificacions 
electròniques

Amb la formalització i presentació de la sol·licitud de participació els aspirants 
donen llur consentiment al tractament de les dades personals necessàries per a pren-
dre part en la convocatòria i per a la resta de la tramitació del procés selectiu, 
d’acord amb la normativa vigent i en els termes que estableix la base 11. Així ma-
teix, donen llur consentiment per a rebre les notificacions electròniques amb efectes 
jurídics que es puguin derivar d’aquest procediment.

4. Comissió tècnica d’avaluació
4.1. La valoració dels mèrits i les capacitats dels aspirants correspon a una co-

missió tècnica d’avaluació que es regeix pel que determinen els Estatuts del règim i 
el govern interiors del Parlament de Catalunya.

4.2. La composició de la comissió tècnica d’avaluació d’aquest concurs específic 
és la següent: 

President titular: Joan Maria Vianney Torrell Camps 
Vocal titular: Sílvia Casademont i Colomer 
Vocal titular: Alba Gatell Panisello 
Vocal titular: Anna Torné i Ubeda 
Vocal titular: Daniel José Rodríguez Carvajal 
Secretària titular: Rosa Maria Barral Fernández 

President suplent: Joaquim Roig Ortiz 
Vocal suplent: Neus Pinart Bartrolí 
Vocal suplent: Elisenda Famadas Torres 
Vocal suplent: Isabel Surís Jordà 
Vocal suplent: Montserrat Expósito i Agut 
Secretària suplent: Dolors Montes Fernández 
4.3. Els membres de la comissió tècnica d’avaluació estan subjectes a les cau-

ses d’abstenció i recusació que estableixen els articles 23 i 24 de la Llei de l’Estat 
40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic.

4.4. La comissió té la facultat d’adoptar els acords necessaris amb relació a les 
qüestions que no estiguin regulades per aquestes bases.

4.5. La comissió pot acordar la incorporació d’assessors especialistes que col·la-
borin, amb veu però sense vot, amb l’òrgan qualificador en exercici de llurs conei-
xements tècnics. Aquests assessors no tenen la condició de membres de la comissió 
tècnica d’avaluació.

5. Admissió dels aspirants
5.1. Un cop transcorregut el termini de presentació de les sol·licituds, el cap o la 

cap del Departament de Recursos Humans ha d’elaborar i fer pública la llista provi-
sional d’aspirants admesos i exclosos en la convocatòria per mitjà d’una resolució, 
que ha d’indicar, si s’escau, els motius d’exclusió.

5.2. Els aspirants exclosos són els que no compleixen o no acrediten les condi-
cions i els requisits per a participar en la convocatòria, o bé els que han lliurat la 
sol·licitud fora de termini.

5.3. La resolució, que es publica al tauler d’anuncis i al web del Parlament, indica 
els aspirants que han de fer la prova de coneixements de català.

5.4. La resolució també indica l’obertura d’un termini de deu dies hàbils a comp-
tar de l’endemà de la publicació de la llista provisional d’aspirants admesos i exclo-
sos per a formular les reclamacions que es considerin pertinents o per a esmenar els 
defectes que s’hagin pogut produir. Les reclamacions i les esmenes s’han de trame-
tre per correu electrònic a l’adreça oposicions@parlament.cat.



BOPC 10
5 de juliol de 2024

4.90.10. Càrrecs i personal 18

5.5. En el cas que no hi hagi cap reclamació, o bé un cop fetes les rectificaci-
ons pertinents si se n’han presentat, el cap o la cap del Departament de Recursos 
Humans aprova, per mitjà d’una resolució, la llista definitiva d’aspirants admesos i 
exclosos.

6. Mèrits i capacitats
6.1. Els mèrits i les capacitats al·legats pels aspirants han d’ésser valorats per la 

comissió tècnica d’avaluació en dues fases. Es podran sol·licitar als aspirants els 
aclariments o, si escau, la documentació addicional que es considerin necessaris per 
a comprovar o valorar els mèrits i les capacitats al·legats.

La puntuació total del concurs és de 100 punts, que es desglossen de la manera 
següent: 

Primera fase. Valoració dels mèrits (65 punts)

Experiència laboral 40 punts
Formació i perfeccionament 14 punts
Antiguitat 5 punts
Titulacions acadèmiques 5 punts
Coneixements d’aranès 1 punts
Segona fase. Entrevista competencial (35 punts)

6.2. Primera fase: valoració dels mèrits
6.2.1. Experiència laboral (puntuació màxima de 40 punts)
Es valora fins a un màxim de 40 punts el treball desenvolupat en funció de l’ex-

periència i els coneixements adquirits en l’exercici de funcions iguals o semblants 
a les del lloc convocat, tenint en compte el contingut tècnic i l’especialització dels 
llocs ocupats amb relació al lloc convocat, d’acord amb el barem següent: 

Mèrits Barem
Puntuació màxima: 

40 punts

Serveis prestats com a cap de l’Àrea 
d’Impressió i Imatge Corporativa, o en un 
lloc equivalent, del Departament d’Edicions 
del Parlament de Catalunya

8 punts per any* Fins a 40 punts

Serveis prestats en altres administracions 
públiques com a funcionari o funcionària en 
un lloc amb funcions equivalents a les del 
lloc convocat 

6 punts per any* Fins a 40 punts

Serveis prestats com a editor o editora del 
Departament d’Edicions del Parlament de 
Catalunya 

3 punts per any* Fins a 35 punts

Serveis prestats en altres administracions 
públiques com a funcionari o funcionària 
en un lloc amb funcions equivalents a les 
d’editor o editora del Parlament

2 punts per any* Fins a 35 punts

Màxim 40 punts

* Es comptaran proporcionalment els mesos complets treballats.

6.2.2. Formació i perfeccionament (puntuació màxima de 14 punts)
Es valora fins a un màxim de 14 punts l’assistència a cursos de formació i perfec-

cionament només si tenen per objecte matèries, tècniques, procediments o habilitats 
directament relacionats amb les funcions del lloc de treball convocat, d’acord amb 
la utilitat dels cursos per a aquest lloc de treball, de la manera següent: 

– Per cada hora de cursos relacionats amb matèries de l’àmbit de l’edició: 0,1 punts.
– Per cada hora de cursos sobre altres matèries d’interès: 0,05 punts.
Els cursos dels quals no s’especifiquen les hores lectives no es computen.
Els congressos o jornades dels quals no s’especifiquen les hores d’assistència es 

valoren amb 0,3 punts.
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En el cas que en els documents justificatius no hi consti la durada del curs, però 
hi constin els crèdits, s’estableix una equivalència de 10 hores per crèdit.

No es valoren els cursos sobre teletreball, prevenció de riscos laborals o idiomes.
Només es valoren els cursos d’informàtica fets en els darrers deu anys.
Els certificats ACTIC es valoren a raó de 0,2 punts el de nivell bàsic, 0,4 punts 

el de nivell mitjà i 0,5 punts el de nivell avançat.
Documents justificatius: certificació acreditativa emesa per l’organisme o l’enti-

tat corresponent en què s’especifiquin la durada i la data de l’activitat, en el cas que 
l’acreditació de la formació no consti al Departament de Recursos Humans.

6.2.3. Antiguitat (puntuació màxima de 5 punts)
Es valoren a raó de 0,3 punts per any complet de serveis, i fins a un màxim de 

5 punts, els serveis efectius prestats i susceptibles d’ésser reconeguts a l’empara de 
la Llei de l’Estat 70/1978, de 26 de desembre, de reconeixement de serveis previs a 
l’Administració pública i disposicions concordants, tenint en compte que s’estimen 
fraccions. No es computen els serveis prestats simultàniament amb d’altres igual-
ment al·legats.

6.2.4. Titulacions acadèmiques (puntuació màxima de 5 punts)
Es valoren fins a un màxim de 5 punts les titulacions acadèmiques oficials dife-

rents de les que són requisit de participació, inclosos els màsters, els postgraus i els 
títols propis emesos per les universitats, si són rellevants per al lloc de treball que 
s’ha de proveir, en funció dels coneixements requerits, la competència i l’especialit-
zació del lloc.

En cap cas no s’avaluen les titulacions acadèmiques de nivell inferior que siguin 
necessàries per a assolir-ne d’altres de nivell superior que es puguin al·legar com a 
requisit o com a mèrit.

Màster 3,0 punts
Postgrau 2,5 punts 
Grau, llicenciatura o diplomatura 2,0 punts 
Curs d’especialització universitari 0,5 punts

Documents justificatius: còpia del títol (o, si s’escau, de l’abonament dels drets 
d’expedició) o del certificat o diploma corresponent, en el cas que l’acreditació de la 
titulació no consti al Departament de Recursos Humans.

6.2.5. Coneixements d’aranès (puntuació màxima d’1 punt)
Es valora fins a un màxim d’1 punt l’acreditació de coneixements d’aranès, d’acord 

amb els nivells del Marc europeu comú de referència per a les llengües i segons el 
barem següent: 

Nivell A1 0,50 punts
Nivell A2 0,75 punts
Nivell B1 o superior 1,00 punts

Documents justificatius: certificats emesos per l’organisme o l’entitat correspo-
nent, d’acord amb els nivells del Marc europeu comú de referència per a les llen-
gües, aprovat pel Consell d’Europa l’any 2001, en el cas que l’acreditació dels conei-
xements assolits no consti al Departament de Recursos Humans.

6.3. Segona fase: entrevista competencial (puntuació màxima de 35 punts)
6.3.1. Sobre la base dels mèrits al·legats pels aspirants, es comprova per mitjà 

d’una entrevista la competència i la capacitació per a exercir les funcions del lloc de 
treball convocat.

6.3.2. Per a superar aquesta fase d’apreciació de les competències i capacitats, 
els aspirants han d’obtenir, com a mínim, 20 punts. Aquesta fase és eliminatòria i, 
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per tant, els aspirants que no obtinguin la puntuació mínima resten eliminats del 
procés de provisió.

6.3.3. El perfil de competències professionals que es valora és el següent: 
a) Anàlisi, resolució de problemes i presa de decisions (7 punts)
Anàlisi: tenir la capacitat d’entendre una situació desagregant-la en petites parts 

o identificant-ne les implicacions pas a pas. També inclou la capacitat d’entendre les 
seqüències temporals i les relacions de causa i efecte dels fets.

Presa de decisions: tenir la capacitat d’escollir, d’entre diverses alternatives, les 
que són més viables, sobre la base d’una anàlisi dels efectes i riscos possibles i de 
les possibilitats d’aplicació.

Resolució de problemes: tenir la capacitat de reconèixer, descriure i analitzar 
autònomament els elements constitutius d’un problema per a idear estratègies o ac-
cions que permetin d’obtenir, d’una manera raonada, una solució conforme a uns 
criteris preestablerts determinats.

b) Lideratge i influència (7 punts)
Promoure actituds en les persones que permetin d’assolir els objectius plantejats 

i inspirar una visió comuna d’equip independentment de la posició jeràrquica de ca-
dascú.

c) Planificació i organització del treball i del temps (7 punts)
Tenir la capacitat d’ordenar i prioritzar les tasques, les accions i els projectes que 

s’han de desenvolupar, per tal d’assolir els resultats esperats, en el termini adequat, 
i amb la qualitat i els recursos necessaris.

d) Treball en equip (7 punts)
Tenir la capacitat d’integrar-se, col·laborar i coordinar-se d’una manera activa 

en un grup de treball, a fi d’assolir els objectius comuns necessaris per a una bona 
prestació del servei.

e) Compromís amb l’organització i el servei públic (7 punts)
Conèixer l’organització, comprendre les característiques específiques de l’Admi-

nistració parlamentària i les normes per les quals es regeix, tenir disposició per a 
complir-les i atendre les indicacions rebudes. Sentir-se compromès o compromesa 
amb els principis i valors de l’Administració pública i actuar d’acord amb els prin-
cipis ètics que n’inspiren l’actuació.

6.3.4. Es plantejaran dues preguntes per a cada competència, amb el mateix valor 
per a cadascuna. Per a respondre-les, els aspirants han de pensar en situacions rela-
cionades amb les competències que es valoren en què s’hagin trobat i en la manera 
com hi van respondre. En el cas que no s’hi hagin trobat mai, ni en la vida profes-
sional ni en la personal, han d’explicar com actuarien si s’hi trobessin.

El barem de valoració per cada resposta és el següent: 
– Alt (3,5 punts)
– Adequat (2,1 punts)
– Baix (1 punt)
– No mostra evidència (0 punts)
6.3.5. La durada de l’entrevista és d’una hora, com a màxim.

7. Procediment d’actuacions
7.1. Una vegada publicada la llista definitiva d’aspirants admesos i exclosos la co-

missió tècnica d’avaluació ha de fer públics, amb una antelació mínima de dos dies 
hàbils, el dia, l’hora i el lloc de l’entrevista a què fa referència la base 6.3.

7.2. La comissió tècnica d’avaluació ha d’elaborar i fer pública una relació orde-
nada dels aspirants admesos a la convocatòria amb les puntuacions atorgades en les 
diverses fases.

7.3. Els aspirants que no tinguin acreditat el nivell C2 de català seran convocats 
a una prova de nivell de coneixements de català. La qualificació d’aquesta prova és 
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d’«apte/a» o «no apte/a». El fet de no superar la prova implica l’exclusió del procés 
de provisió.

7.4. La comissió tècnica d’avaluació ha d’elaborar la proposta de resolució del 
concurs, que ha d’elevar a l’òrgan convocant perquè, si escau, l’aprovi i emeti la re-
solució definitiva.

7.5. A l’efecte del còmput dels terminis d’aquesta convocatòria, el mes d’agost 
és inhàbil.

8. Resolució del concurs
8.1. La Mesa del Parlament, a proposta de la comissió tècnica d’avaluació, resol 

el concurs a favor de l’aspirant que obtingui la millor valoració de tots els mèrits i 
les capacitats que determina la base 6. La proposta de destinació de l’aspirant al lloc 
de treball comporta l’adscripció definitiva del funcionari o funcionària a aquest lloc, 
amb les funcions corresponents.

8.2. Si es produeix un empat en la puntuació global, s’ha de dirimir a favor de 
l’aspirant que hagi obtingut la puntuació més alta en la valoració dels mèrits esta-
blerts en la primera fase. Si l’empat persisteix, s’ha de dirimir a favor de l’aspirant 
que hagi obtingut la puntuació més alta en la segona fase. Si l’empat encara persis-
teix, s’ha de dirimir a favor de l’aspirant que hagi obtingut la puntuació més alta 
segons l’ordre dels apartats de la base 6.

8.3. En el cas que, abans de la resolució d’aquest concurs, un aspirant o una as-
pirant obtingui un lloc amb caràcter definitiu per qualsevol dels procediments le-
galment establerts o vulgui renunciar a la seva sol·licitud de participació, ho ha de 
comunicar a l’òrgan convocant.

8.4. Abans de la presa de possessió, l’aspirant proposat ha d’acreditar que té re-
coneguda la compatibilitat respecte del nou lloc de treball o manifestar fefaentment 
que no està inclòs en cap dels motius d’incompatibilitat que estableix la normativa. 
No obstant això, si el nou lloc pot ésser declarat compatible, ha de sol·licitar l’auto-
rització de compatibilitat dins els cinc dies següents a l’inici del termini de presa 
de possessió. Aquest termini s’entén prorrogat fins que es resolgui la sol·licitud de 
compatibilitat.

8.5. Abans del nomenament, l’aspirant proposat ha de presentar l’original de to-
tes les fotocòpies lliurades amb la sol·licitud de participació, per a poder-ne fer la 
compulsa. L’acte de compulsa s’ha de fer al Departament de Recursos Humans.

8.6. En el cas que l’aspirant no presenti els justificants originals que acreditin els 
mèrits al·legats o que la documentació sigui incorrecta o incompleta, els mèrits no 
acreditats correctament es consideraran no al·legats i es tornarà a calcular el còm-
put dels mèrits de l’aspirant, amb les conseqüències corresponents amb relació a 
l’ordre de puntuació i prelació dels aspirants en el resultat final del procés selectiu.

9. Terminis d’incorporació i de presa de possessió
9.1. L’acord de nomenament comporta el cessament en el lloc de treball anterior.
9.2. El termini per a la presa de possessió en la nova destinació és de dos dies 

hàbils a comptar de l’endemà del cessament.
9.3. El cessament ha de tenir lloc dins els tres dies hàbils següents al de la publi-

cació de la resolució del concurs específic en el BOPC.
9.4. Si la resolució comporta el reingrés en el servei actiu, el termini de presa de 

possessió s’ha de comptar des de la data de publicació de la resolució de la convo-
catòria en el BOPC.

9.5. Els terminis de cessament i de presa de possessió es poden prorrogar en els 
casos que estableix la normativa.

9.6. Si la persona proposada no pren possessió en el termini establert, o si es 
produeix algun defecte en la documentació que n’impedeix el nomenament, la Mesa 
del Parlament la pot substituir per l’aspirant aprovat que la segueixi en puntuació.
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10. Publicitat
10.1. Aquestes bases es publicaran íntegrament en el BOPC.
10.2. Els anuncis restants i successius del procés de selecció es faran públics úni-

cament en el tauler d’anuncis i en la intranet del Parlament.

11. Consentiment del tractament de dades personals i de la notificació 
electrònica
11.1. El Parlament, com a responsable del tractament de dades personals, infor-

ma els aspirants que tractarà llurs dades personals amb la finalitat de gestionar el 
procés de selecció i que compleix i se sotmet a les obligacions que estableixen el Re-
glament (UE) 2016/679 del Parlament Europeu i del Consell, de 27 d’abril de 2016, 
relatiu a la protecció de les persones físiques pel que fa al tractament de dades per-
sonals i a la lliure circulació d’aquestes dades i pel qual es deroga la Directiva 95/46/
CE; la Llei orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de protecció de dades personals i 
garantia dels drets digitals, i la resta de normes complementàries.

11.2. Amb la sol·licitud de participació, els aspirants o, si s’escau, llurs represen-
tants legals, donen el consentiment al tractament de les dades personals necessàries 
per a prendre part en la convocatòria i per a la resta de la tramitació del procés de 
selecció, d’acord amb la normativa vigent. Així mateix, els aspirants també donen 
llur consentiment per a rebre les notificacions electròniques amb efectes jurídics que 
es puguin derivar d’aquest procediment.

11.3. La base jurídica del tractament és el consentiment dels aspirants i una obli-
gació legal, tal com estableix l’article 55 del text refós de la Llei de l’Estatut bàsic 
de l’empleat públic, aprovat pel Reial decret legislatiu 5/2015, de 30 d’octubre. Les 
dades es poden comunicar, de conformitat amb la normativa vigent, a altres admi-
nistracions públiques.

11.4. El Parlament pot comunicar i transferir dades en els casos següents: 
– A la Tresoreria General de la Seguretat Social, al Registre de Persones del Mi-

nisteri d’Administracions Públiques o a l’Agència Estatal de l’Administració Tribu-
tària, si és autoritzat per llei.

– Al Síndic de Greuges, al Defensor del Poble, al Ministeri Fiscal, a jutges o tri-
bunals, a la Sindicatura de Comptes o al Tribunal de Comptes, perquè exerceixin 
llurs funcions.

– A altres administracions, perquè exerceixin les mateixes competències o com-
petències relatives a les matèries que corresponen al departament o ministeri com-
petent en matèria de personal.

– Si el tractament respon a l’acceptació lliure i legítima d’una relació jurídica el 
desenvolupament, compliment i control de la qual implica la connexió amb fitxers 
de tercers, com ara entitats bancàries, etc.

11.5. D’acord amb la Llei de l’Estat 39/2015, d’1 d’octubre, del procediment ad-
ministratiu comú de les administracions públiques, llevat que els aspirants s’hi opo-
sin en el moment de la inscripció, el Parlament es pot adreçar directament a les 
entitats o als òrgans de l’Administració per a validar o autenticar la informació i 
documentació aportada com a justificants del compliment dels requisits al·legats. 
Els aspirants que s’oposin a la consulta a terceres entitats per a validar la informació 
aportada han de presentar els documents necessaris per a certificar l’autenticació de 
la informació presentada.

11.6. El nom, els cognoms o els darrers quatre dígits del número del document 
oficial d’identitat dels aspirants es publicaran al web del Parlament i als mitjans que 
determina la legislació pel que fa a la convocatòria de selecció de personal (llistes 
d’admesos i exclosos), en compliment de la Llei 19/2014, de 29 de desembre, de 
transparència, accés a la informació pública i bon govern.

11.7. El Parlament ha de dur a terme les accions i adoptar les mesures necessàries 
per a garantir la confidencialitat i integritat de la informació amb l’objectiu de vet-
llar per la privacitat i la intimitat dels participants en el procés de selecció.
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11.8. Per a obtenir més informació del tractament de dades, els participants en el 
procés de selecció poden consultar la política de privacitat en el portal web del Par-
lament (https://www.parlament.cat/pcat/serveis-parlament/politica-privacitat) o bé 
contactar amb el Departament de Recursos Humans del Parlament o amb el delegat 
de protecció de dades, per mitjà de la bústia dpd@parlament.cat.

11.9. Per a exercir els drets d’accés, rectificació, supressió, oposició, limitació 
o portabilitat, els participants en el procés de selecció s’han d’adreçar al delegat 
de protecció de dades del Parlament (parc de la Ciutadella, s/n, 08003 Barcelona) 
o enviar un missatge de correu electrònic a dpd@parlament.cat amb la indicació 
«Exercici de drets RGPD». En tots dos casos han d’adjuntar una còpia del document 
oficial d’identitat.

11.10. Si algun aspirant considera que el Parlament ha incomplert algun dels 
principis de la legislació o no ha respost adequadament les seves sol·licituds en ma-
tèria de protecció de dades, es pot adreçar a l’Autoritat Catalana de Protecció de 
Dades (www.apdcat.cat) i presentar-hi una reclamació.

12. Règim d’impugnacions i al·legacions 
12.1. Contra aquestes bases i l’acord de la Mesa del Parlament de resolució del 

concurs, que posen fi a la via administrativa, les persones interessades poden inter-
posar un recurs potestatiu de reposició, davant la Mesa del Parlament, en el termini 
d’un mes a comptar de l’endemà d’haver-se publicat o notificat, d’acord amb el que 
disposen els articles 123 i 124 de la Llei de l’Estat 39/2015, o directament un recurs 
contenciós administratiu davant la Sala Contenciosa Administrativa del Tribunal 
Superior de Justícia de Catalunya en el termini de dos mesos a comptar de l’endemà 
d’haver-se publicat o notificat.

12.2. Contra els actes de tràmit de la comissió tècnica d’avaluació que decidei-
xin directament o indirectament el fons de l’assumpte, determinin la impossibilitat 
de continuar en el procés selectiu o produeixin indefensió o perjudici irreparable 
a drets o interessos legítims, les persones interessades poden interposar un recurs 
d’alçada davant la Mesa del Parlament en el termini d’un mes a comptar de l’ende-
mà d’haver estat publicats en el tauler d’anuncis del Parlament, d’acord amb el que 
disposen els articles 121 i 122 de la Llei de l’Estat 39/2015.

12.3. Contra els actes de tràmit de la comissió tècnica d’avaluació no inclosos en 
la base 12.2, al llarg del procés selectiu els aspirants poden formular totes les al·le-
gacions que creguin pertinents perquè siguin considerades en el moment de fer-se 
pública la puntuació final del procés selectiu.

12.4. Les persones interessades també poden interposar qualsevol altre recurs 
que considerin convenient per a la defensa de llurs interessos.

https://www.parlament.cat/pcat/serveis-parlament/politica-privacitat
http://www.apdcat.cat/
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4.95. Altres informacions

Composició de la Comissió de Control de les Iniciatives Legislatives 
Populars
414-00007/13

RATIFICACIÓ DE MEMBRES

Acord: Mesa del Parlament, 18.06.2024

La Mesa del Parlament, en la sessió tinguda el 18 de juny de 2024, ha acordat: 
1. Ratificar com a membres de la Comissió de Control de les Iniciatives Legisla-

tives Populars, per al torn de catedràtics de dret constitucional o de ciència política, 
Jordi Capo i Giol, Eva Anduiza Perea i Albert Noguera i Fernández.

2. Ratificar com a membres de la Comissió de Control de les Iniciatives Legis-
latives Populars, per al torn de juristes de prestigi reconegut, Alicia Ramos Jordan, 
Daniel Fernández Cañueto i Eusebi Campdepadrós i Pucurull.

3. Prendre nota de l’escrit del Tribunal Superior de Justícia sobre la designació, 
com a vocals judicials titulars de la Comissió de Control de les Iniciatives Legislati-
ves Populars, dels magistrats Félix Azón Vilas, Eduardo Rodríguez Laplaza i Nuria 
Bassols Muntada, i com a vocals judicials suplents, dels magistrats Francisco Javier 
Sanz Marcos, Javier Aguayo Mejía i José Alberto Magariños Yáñez.

Palau del Parlament, 18 de juny de 2024
La secretària primera, Glòria Freixa i Vilardell; el president, Josep Rull i Andreu
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